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ResumenEn el virreinato del Perú, como en las otras áreas en las que fue aplicada, la Constitución de Cádiz permitió auna multiplicidad de sujetos sociales colectivos, sin distinciones étnicas, elegir organismos municipalesiguales entre sí e independientes, que tenían de derecho, y más todavía de hecho, una amplia gama depoderes, en primer lugar el de administrar la justicia en el ámbito local. Después de la independencia lasmunicipalidades conocieron fases distintas, según lo que establecían constituciones y leyes. En la práctica,aun cuando las municipalidades fueron abolidas (1839), las comunidades locales mantuvieron la costumbrede discutir y tomar decisiones colectivas, utilizando un lenguaje político tradicional, parecido al queemplearon las Juntas españolas e hispanoamericanas desde el comienzo de la crisis de la monarquía. En1856 las municipalidades fueron nuevamente introducidas, en número tan elevado y con competencias tananchas que se produjeron conflictos frecuentes con las autoridades políticas y muchas quejas, que fueronexpresadas por los parlamentarios reunidos en el Congreso de 1860. La nueva constitución (1860) y la nuevaley de municipalidades (1861) redujeron el número y las competencias de los organismos municipales, pesea que mantuvieron su origen electivo y los centros de menor tamaño pudieron elegir agencias municipales ysíndicos procuradores. Además municipalidades y agencias conservaron la facultad de redactar los registroselectorales y la ley electoral de 1861 reconoció a cada pueblo, por pequeño que fuera, el derecho de designarun elector de segundo grado que lo representara en el ámbito del sistema electoral indirecto de dos niveles.El artículo reconstruye el itinerario de las instituciones municipales en el Perú desde el final de la coloniahasta 1861, a través de la fase decisiva constituida por la implementación de la Constitución de Cádiz, quepermitió la multiplicación de los ayuntamientos constitucionales. En las primeras décadas republicanas lasmunicipalidades atravesaron por fases alternas, hasta ser abolidas en 1839. En la práctica organismos yfuncionarios electivos siguieron existiendo en las comunidades locales, así como sobrevivieron los «hábitosmunicipales», y siguió firme en los liberales la convicción de que las municipalidades eran «la mas gloriosatradición de cuantas instituciones se hayan ensayado ventajosamente en los pueblos». Así, las constitucionesde 1856 y de 1860 volvieron a introducir organismos municipales electivos, aún si, en el segundo caso, ellasfueron mucho menos numerosas y tuvieron competencias más limitadas.
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AbstractIn the viceroyalty of Peru, as far as in the other areas in which it was applied, the Cadiz constitution gave to alarge number of collective social subjects, without ethnic discriminations, the right to elect municipalorganisms, mutually independent, with a wide range of powers, first of all the administration of justice at a
Elocal level. When Peru acquired independence, municipalities status changed several times according to lawsand constitutions. Even when municipalities were abolished (1839), local communities kept on makingcollective decisions, using a traditional political language, similar to the one used by Spanish and Spanish-Americans juntas in the time of the crisis of the Spanish monarchy. In 1856 municipalities werereintroduced, but their great number and the wide range of their powers gave birth to several conflicts withlocal political authorities and to a great amount of complaints. Thus, the new constitution (1860) and thenew ley de municipalidades (1861) reduced municipalities number and powers, while they maintained theirelective nature. Moreover, these new dispositions provided for the election of municipal agencies and
síndicos procuradores even in small villages. Municipalities and pueblos still also had the right to compileelectoral registers, and in 1861 the electoral law gave to each pueblo the right to name a "second degree"elector, in order to be represented in the indirect two-level electoral system of the time.This paper traces the evolution of municipal institutions in Peru, from the colonial period to 1861, focusingon the crucial moment of the application of the Cadiz constitution, which led to the proliferation of the
ayuntamientos constitucionales. In the first years of the Republic, municipalities faced an uncertain destinyuntil 1839, when they were abolished. However, elective organisms and officers, as far as «hábitos
municipales», survived in local communities, while liberal politicians still believed that municipalities were«the most glorious tradition among the institutions profitably experimented in the pueblos». Thus, theconstitutions of 1856 and 1860 reintroduced elective municipal organisms, even if in 1860 they were far lessin number and had a limited range of powers.
Key words: Viceroyalty of Peru, Constitution of Cadiz, Municipalities, 19th Century  n agosto de 1860 el Congreso peruano emprendió el análisis del proyecto,elaborado por una específica comisión parlamentaria, que introducíamodificaciones significativas en la Constitución entonces vigente. Aprobada sólo cuatroaños antes por la Convención Nacional, se había revelado ya hasta tal puntoinadecuada que, según afirmó en el curso del debate uno de los representantes, cabíaafirmar sin vacilación alguna que era de hecho «inobservada, infringida, vacilante ycasi exánime» [1] .En el artículo 114, el proyecto en discusión establecía que se debían crear organismosmunicipales, pero fiaba a una específica ley posterior la tarea de precisar los lugares enlos que habrían de constituirse, las competencias que habrían debido tener, lasmodalidades de elección y los requisitos de sus miembros [2] . A pesar de su concisión,el artículo suscitó un debate realmente vivaz, que se prolongó durante varias sesiones[3] .Unos pocos representantes se manifestaron decididamente contra la idea misma de
prever la creación de tan «monstruosa institución». En su opinión, las municipalidadesde entonces, fruto de la Constitución y de la ley de 1856, habían dado un pésimotestimonio de sí mismas, demostrándose nocivas incluso para los intereses de lospueblos, a los que habían oprimido con imposiciones odiosas; constituían asimismo lafuente de choques continuos con las autoridades políticas, por cuanto se habíanhabituado a abusar en todo y a considerarse como un cuarto poder del Estado, másindependiente de los demás: un poder «desconocido, soberano, absoluto y de unaconstructura escepcional [sic]» [4] .Más articuladas habían sido las posiciones manifestadas por la mayor parte de lospartícipes del debate. Para todos resultaba evidente que las actuales municipalidadesadolecían de numerosos defectos y habían actuado mal. Ello se debía a su vicio deorigen, el sufragio directo, que consentía la elección de sujetos incapaces, así como a laley que las había instituido, permitiendo su creación incluso en centros de dimensionesmodestas y de insuficientes recursos, atribuyéndoles poderes y competencias porentero ajenas a los intereses del municipio, y sin prever adecuados mecanismos decontrol. Así pues, era evidente que equivocada y necesitada de profundasmodificaciones urgentes era la ley, no la institución municipal; ésta, en efecto, serevelaba indispensable para dar adecuada respuesta a los intereses locales, como lodemostraba el hecho de su existencia en todo país altamente civilizado, bajo cualquierrégimen, fuera monárquico o republicano. Durante 300 años, las municipalidadeshabían desarrollado, también en el Perú, un papel activo y benéfico, oponiéndose a lasarbitrariedades de Audiencias y virreyes, y haciendo llegar al soberano las quejas delos pueblos. Afirmar ahora que no había hombres suficientemente desinteresados yprobos para desempeñar el cargo de edil no sólo era falso, sino también «depresivo»;significaba avergonzar al conjunto del país, insinuando que sus habitantes no estabandotados de virtudes cívicas, y por ende no podrían ornarse del título de ciudadanos. Adecir verdad, si la instauración reciente de los organismos municipales se habíasaldado con resultados negativos, ello se debía en buena medida al hecho de que setrataba de una institución nueva, o «casi enteramente nueva», al menos para lasjóvenes generaciones, introducida en pleno fragor de la guerra civil en un país falto porcompleto de organización y de preparación, cuya población desconocía los «hábitosmunicipales».Ciertos representantes subrayaron también el hecho de que sólo un conocimiento
parcial de la realidad del país podía justificar conclusiones tan drásticamentenegativas, pues ciertamente en muchas provincias, las del interior sobre todo(Azángaro, Junín, Huánuco, Cerro de Pasco, Tarma, Jauja, Concepción, Huancayo,Huacho), la acción de las municipalidades había sido honesta y dinámica.Por último, en las intervenciones de ciertos miembros del Congreso apareció un nuevoargumento: la supresión de las municipalidades sostuvieron los representantes de lasprovincias de Conchucos, Lima, Jauja y Cañete bien podría ser una medida imprudenteque atraería sobre el Congreso la hostilidad general. Los pueblos, en particular los delinterior, «que forman Departamentos populosos», al verse privados de aquéllas sesentirían «agraviados», pensarían que sus intereses serían considerados en Lima confría indiferencia y acabarían rechazando la entera reforma de la Constitución,considerándola retrógrada y por completo contraria a sus intereses más legítimos y asus esperanzas. A la posibilidad de su abuso, concluía el señor Heros, jamás se debíasacrificar el principio; y de otro lado era necesario reflexionar sobre el hecho de que«puede ser muy violento a los pueblos ver que se arranque de la carta un principio encuya posesión se encuentran y que le creen un derecho, una regalía» [5] .Estas últimas afirmaciones parecen contradecir de alguna manera lo dicho conanterioridad por otros representantes respecto de la novedad de la instituciónmunicipal y de la falta de preparación para recibirla por parte de una poblacióndesacostumbrada o no acostumbrada a ella. ¿Habían sido suficientes cuatro años paravolverla tan afecta y tan indispensable como para hipotizar una violenta reacción porparte de los pueblos, de los del interior en particular, en caso de que el Congresodecidiera suprimirla? ¿Era realmente cierto que no existiesen o se hubieran perdidolos «hábitos municipales»? Al objeto de comprender los argumentos propuestos en eldebate, así como las decisiones tomadas a continuación por el Congreso, resultaoportuno, en primer lugar, realizar un rápido recorrido por el itinerario llevado a cabohasta ese momento en el Perú por la institución municipal, tanto sobre el planonormativo, como, en la medida de lo posible, sobre el menos claro y definido de lasprácticas.
1. De los cabildos coloniales a los ayuntamientos constitucionales de la época
gaditanaDurante la discusión, en una apasionada intervención, el señor Escobedo,
representante de la provincia de Azángaro, trazó las que a su modo de ver eran lasetapas fundamentales del devenir de los organismos municipales en tierra peruana:instituidos desde los primeros tiempos del régimen colonial, cuando habían sido «elorgullo del pueblo», habían sido finalmente suprimidos hacía veinticuatro años por la«pesada mano del autócrata de Bolivia», el general Santa Cruz [6] . No cabía, cierto,esperar que en el fragor de la discusión el señor Escobedo efectuase una meticulosareconstrucción histórica del itinerario de las municipalidades; mas, con todo, resultaevidente que la línea de continuidad trazada por el representante de Azángaro omitíaseñalar la importante cesura introducida por la Constitución de Cádiz. Cosa ésa nosorprendente del todo, pues, en el Perú como en otras partes, los parlamentarios de lasneonatas repúblicas hispanoamericanas preferían con frecuencia, en los debates entorno a constituciones y leyes, remitirse a los modelos europeos (el francés sobretodo) y norteamericano antes que al español, demasiado vinculado quizá al recientepasado colonial. Hablando de instituciones municipales, la referencia al texto gaditanoes sin embargo inevitable, habida cuenta de las novedades, tanto cuantitativas comocualitativas, introducidas con su aplicación.Es de sobra conocido que la Corona, durante el periodo colonial, concedió a los centrosde mayor dimensión y relevancia el privilegio de poder disponer de organismoselectivos de autogobierno local: los cabildos; constituidos sobre el modelo de los queempezaron a desarrollarse en Castilla desde el siglo XII, se componían de uno o dosalcaldes (dependiendo de la entidad de la población), regidores, síndico o síndicosprocuradores y de un número variable de cargos subalternos [7] . El alcalde, en elcargo por un año, tenía competencias de carácter administrativo, pero en primer lugarera el encargado de administrar la justicia ordinaria de primera instancia, sea civil quepenal, en todo el distrito municipal, incluidos los centros menores situados en el árearural [8] . La posibilidad de dotarse del cabildo suponía, según se ha dicho, unprivilegio, del que en verdad sólo unas pocas ciudades o villas pudieron gozar. Haciafinales del siglo XVIII, en el territorio del virreinato del Perú, por entonces fuertementeredimensionado merced a las drásticas mutilaciones impuestas por las reformasintroducidas por los Borbones, tan sólo eran diez los centros dotados de cabildo: Lima,Cuzco, Arequipa, Trujillo y Huamanga, sedes episcopales, como también Ica,Chachapoyas, Arica, Lambayeque y Huánaco [9] . En 1809, cuando comenzada ya lacrisis de la monarquía hispánica con las abdicaciones de Bayona se celebraron laselecciones para la designación del representante del virreinato peruano para la Junta
Central, fueron diecisiete las ciudades que participaron en el voto en cuanto dotadasde cabildo: a las recién mentadas se habían añadido mientras tanto Huancavelica,Tarma, Puno (capitales de intendencia), Guayaquil, Cajamarca, Moquegua, Piura yCamaná [10] . La creación de al menos una parte de tales cabildos nuevos se debió a laacción de los intendentes, los nuevos funcionarios introducidos en el ámbito de lasreformas borbónicas, entre cuyas tareas se contaba la de incentivar el desarrollo de laspotencialidades locales.Mucho más numerosos debieron ser los cabildos de indígenas, los cuales, a tenor de lasOrdenanzas emanadas hacia 1570 por el virrey Francisco de Toledo, debían instituirseen todos los nuevos asentamientos los pueblos de indios en los que las poblacionesindígenas habrían de ser "reducidas"; la composición era análoga en lo sustancial a lade los cabildos de españoles, y también en este caso el alcalde desempeñaba funcionesjurisdiccionales, bien que con competencias limitadas en relación con el "colega"español [11] .A decir verdad, la investigación historiográfica no ha logrado proporcionar todavíainformaciones exhaustivas acerca del si, cómo, dónde y cuándo dichos cabildos hayansido efectivamente creados [12] . Lo que sí es cierto es que, aun allí donde fueroninstituidos, las autoridades electivas debieron convivir largo tiempo con los jefesétnicos tradicionales, caciques o curacas, a los que la Corona había reconocidoprivilegios particulares, además de la tarea de garantizar la recaudación del tributo y elregular flujo de la mano de obra indígena requerido por las autoridades coloniales. Sinduda alguna, la gran rebelión de Túpac Amaru, a consecuencia de la cual lasautoridades coloniales limitaron fuertemente las competencias y los privilegios de losjefes étnicos, supuso un giro decisivo en el proceso de deterioro del sistema caciquil,cuya desarticulación redundó en la progresiva consolidación por parte del cabildoindígena de su rol propio como portavoz oficial de las comunidades indígenas: elalcalde de indios, junto a sus fiscales y regidores, pasó entonces a primer plano, auncuando la naturaleza de su poder tuvo con todo connotaciones más limitadas [13] .Particularmente en el área andina meridional, y por razones diversas, el cabildo indioencontró el apoyo tanto de los criollos como de las comunidades, pues aquéllosconsideraban a alcaldes y regidores, a causa de la naturaleza temporal de sus cargos,menos peligrosos y más condicionables que los jefes étnicos, en tanto éstas empezarona buscar en los cabildos el apoyo que no encontraban en los caciques, extraños ya con
demasiada frecuencia a la comunidad y a sus códigos de comportamiento [14] . Comoescribe Millones, al final, «con casi tres siglos de retraso, la Corona logra la constituciónde gobiernos locales a la manera española» [15] .La ordenanza de 1782, que regulaba las funciones de los intendentes, debió comportaruna ulterior ampliación de las autoridades electivas, pues preveía la creación dealcaldes españoles en todos los centros habitados por españoles que carecieran decabildo, con independencia de su rango, es decir, ya fuesen ciudades, villas o simples«lugares de españoles» con un número «competente» de vecinos. De este modo,alcaldes de españoles empezaron a ser elegidos en estancias, haciendas, asientos, mastambién en centros con mayoría de población indígena, donde ya existía un cabildoindio [16] . En esta fase, también debieron multiplicarse los cabildos indígenas, ya quea muchos centros antaño definidos como anejos se les reconoció mientras tanto lacalificación de pueblos [17] . Ello se debió probablemente al deseo de las autoridadescoloniales de ejercer un control más directo de la recaudación del tributo, asignadaahora no ya a los caciques cuanto a los alcaldes; empero, fue también resultado deldeterioro en las relaciones entre comunidades y caciques [18] .Es en ese ciclo dinámico de cambios donde se insertan las grandes innovacionestraídas por la Constitución de Cádiz, que, promulgada el 19 de marzo de 1812, arribóen septiembre de ese año al virreinato peruano, gobernado entonces por el virreyAbascal. Dos son los elementos del texto gaditano que revisten particular importanciarespecto de la cuestión de los organismos municipales.En primer lugar, canceladas las dos repúblicas de españoles y de indios, la Constituciónestableció que españoles eran todos los hombres libres nacidos y residentes en losdominios de las Españas, y sus hijos (art. 5); y que ciudadanos eran los españoles que,sea por parte de padre que de madre, fuesen originarios de los dominios españoles enambos hemisferios y residiesen en ellos (art. 18), es decir: peninsulares y criollos,indígenas y mestizos, con la sola excepción de los africanos y sus descendientes [19] .Respecto de los requisitos para el ejercicio del sufragio la Constitución no añade nadamás: no se exigió una edad determinada, ni un cierto nivel de renta, ningún elementomensurable, cuantificable; podían votar incluso los analfabetos, dado que saber leer yescribir les sería exigido a los nuevos electores sólo a partir de 1830 (art. 26, 6º). Unadefinición en negativo proviene de los arts. 24 y 25, en los que se enumeran las
situaciones que implicaban la pérdida o suspensión de la ciudadanía; la presenciaentre estas últimas de la condición de «sirviente doméstico» y de la circunstancia de«no tener empleo, oficio ó modo de vivir conocido» lleva a concluir que había unacontinuidad sustancial entre el nuevo ciudadano de la monarquía constitucional y elvecino tradicional, para cuya individuación el criterio de notoriedad continuaba siendodeterminante.En segundo lugar, la Constitución estableció en los arts. 309 y 310 que, para proveer al«gobierno interior de los pueblos», se constituyesen ayuntamientos electivos,compuestos de uno o dos alcaldes, regidores y síndico procurador, en todos los centros«que no le tengan, y que convenga le haya», y en cualquier caso en todos los que, «porsí ó con su comarxa», tuviesen al menos mil habitantes [20] . Según la Constitución,tales organismos habrían debido operar bajo la supervisión de la Diputación Provincial(art. 323), y podían ser presididos o por el «jefe político» en los centros urbanos quefuesen sede de dicho funcionario, o más comúnmente por el alcalde [21] . Lascompetencias de los nuevos organismos iban de la protección de las personas y de losbienes de los vecinos hasta la administración de los ingresos de los propios y arbitrios,la distribución y recaudación de los impuestos a verter en las tesorerías fiscales, laconstrucción y el mantenimiento de escuelas, hospitales, carreteras, puentes y demásobras de utilidad pública (arts. 321-322).Contra el requisito de las mil almas protestaron los diputados americanos, pues en suopinión limitaría para muchos pueblos la posibilidad de gozar de lo establecido por elart. 310, un hecho tanto más grave desde el momento que la abolición de las repúblicasde indios dejaría a muchos pueblos americanos sin los tradicionales cabildos,privándoles de autoridades locales. De ahí que el subsiguiente decreto del 23 de mayode 1812 estableciera que si un pueblo, aunque no alcanzara las mil almas, considerabaque debía elegir un ayuntamiento propio por mor de sus «particulares circunstanciasde agricultura, industria o población», o por «otras razones de bién público», debíahacérselo saber a la Diputación de la provincia, pues sobre la base de susinformaciones el gobierno proveería lo necesario [22] .Para ciertas áreas de la América española en las que se aplicó la Constitución de Cádizha sido posible determinar cuántos fueron los nuevos ayuntamientos, y los datosmuestran que fueron muy numerosos, ante todo en las áreas en las que prevalecía la
población indígena [23] . En relación con el virreinato del Perú no hay datos globales,pero todos los estudios referidos a ese periodo confirman que los nuevos organismosfueron creados no sólo en las ciudades donde precedentemente existían cabildosespañoles, sino también en múltiples centros menores, habitados por indios, mestizos,españoles, y que su constitución puso en marcha una serie de interesantes dinámicas,tanto desde el punto de vista cuantitativo como cualitativo [24] .Así pues, entre finales de 1812 y los primeros meses de 1813 se crearonayuntamientos constitucionales en Lima, Cuzco, Arequipa, Trujillo, Moquegua,Lambayeque, Piura, Huancavelica y Huánuco, mas también en Chiclayo, Huancané,Moyobamba, Puquina, Frías, Pilpichaca, Sinto, Azángaro, Guadalupe, Caja, Conayca, SanPedro de Moya, Penacho, Callamarca, y muy probablemente en otras parroquias en lasque poco antes, y a veces contemporáneamente, tuvieron lugar las elecciones de losdiputados a las Cortes ordinarias [25] . En todas partes las operaciones electorales(para las que estaba previsto un sistema indirecto de dos grados) llegaron a buenpuerto, pese a las resistencias de algunos de los actores presentes en la escenaelectoral: funcionarios coloniales, curas, habitantes españoles y criollos de centros conpoblación de mayoría india. Para ciertos casos (Azángaro, Caja, Puquina), en los que lasactas proporcionan datos precisos sobre la pertenencia étnica del cuerpo electoral y delos elegidos, resulta posible afirmar que sujetos indígenas fueron llamados a ejercerlos cargos de alcalde y de regidores.Algunos centros en los que antaño no hubo cabildos, sino como mucho alcaldes deespañoles, pero cuya población alcanzaba las mil almas, quisieron elegir el propioayuntamiento, a pesar de las resistencias de subdelegados e intendentes, tardos y/oreacios a comprender y aceptar las novedades introducidas por el texto gaditano. Así, aHuálgayoc, asentamiento minero del partido de Cajamarca (intendencia de Trujillo), losfuncionarios de la Corona, amparándose en una interpretación restrictiva de cuantoestablecía la Constitución, intentaron impedir que los vecinos eligiesen ayuntamiento[26] . Sin embargo, fueron llamados al orden por el virrey Abascal; éste, si de un ladohizo una severa reprimenda a las nuevas autoridades, que en cualquier caso habíansido elegidas, por haber suspendido de su cargo al subdelegado, invitó con todoenérgicamente al intendente a desempeñar con celo y precisión las instrucciones quese le habían dado en relación con los nuevos organismos municipales [27] .
En noviembre de 1814, en respuesta al Secretario de Estado, quien le habíacomunicado la Real Orden de 24 de mayo de ese mismo año con ella Fernando VII,recién vuelto al trono de España, luego de abrogar la Constitución, ordenó suspenderla creación de nuevos ayuntamientos en los pueblos antaño sin cabildo y disolver losya constituidos sin aprobación previa, Abascal se limitó a afirmar en términosambiguos que en el territorio de su virreinato ningún pueblo con menos de doscientosvecinos o de mil habitantes había elegido o pretendido elegir una municipalidad [28] .Era pues harto posible que se hubiesen constituido ayuntamientos en centros antes sincabildo, cuyos vecinos habían afirmado que la población superaba los mil habitantes;razón ésa que había vuelto innecesaria la aprobación previa por parte de losfuncionarios de la Corona. Naturalmente, la duda acerca de la fiabilidad de los datosdemográficos proporcionados permanece; con todo, el disgusto del virrey por losresultados de tales elecciones emerge de la siguiente consideración: en el futuro, habíaconcluido Abascal, de haberse retenido oportuno conservar en tierra americana laelegibilidad de los organismos municipales, semejante tarea se habría de asignar a losgobernadores o a los notables locales, al objeto de obtener resultados más aceptables.Más allá de los datos cuantitativos ha de subrayarse que merced a las normasconstitucionales un buen número de sujetos colectivos, sin distinciones étnicas, habíaconseguido dotarse de organismos municipales autónomos, que de inmediato pusieronen discusión la autoridad de los funcionarios de la Corona y cancelaron las precedentesjerarquías territoriales, fundadas en la presencia de tales autoridades y de los cabildoscoloniales. Además, en una situación de cambios rápidos y confusos, y aprovechándosetambién de que la situación bélica y la distancia de la madre patria hacían imposible larealización inmediata de una parte de los preceptos contenidos en el texto gaditano, enparticular los relativos a la creación del aparato judicial, tales organismos supieronapropiarse del poder de hacer justicia, aún considerado por la mentalidad colectivaatributo de la soberanía.Así, en Lima, a Abascal, que reivindicaba el derecho propio a presidir el ayuntamientocuando se tratasen cuestiones graves que excedieran la esfera puramente económica yponía en discusión la facultad del mismo para requerir informes a las Cortes sin sutramitación, le sucedió que el alcalde constitucional respondiera con la reivindicaciónno sólo de las competencias que la Constitución atribuía al organismo presidido por él,sino también de los privilegios concedidos desde «tiempo inmemorial» por la Corona
al antiguo cabildo de la capital. En Arequipa, frente a la pretensión del ayuntamientode desautorizar al intendente, Abascal pidió el parecer del fiscal de la Audiencia, quiense esforzó por demostrar cómo la presencia de dicho funcionario no era incompatiblede hecho con la de la nueva municipalidad; o mejor aún, cómo en las particularescircunstancias en las que se hallaba la monarquía resultaba por completo oportunoque las intendencias continuaran existiendo, cada una con su capital; por decirlo con laeficaz metáfora empleada por él: era cosa de que «los satélites continúen girando laórbita de su respectivo planeta» [29] . Que las intendencias subsistieran era tanto másnecesario explicaba el fiscal porque los nuevos ayuntamientos podían gobernar sólo enlos centros en los que se habían constituido, y en lo tocante a los ámbitos decompetencia que la Constitución les había asignado; por lo tanto, en una provinciacualquiera con más de cinco o seis pueblos, dada la independencia absoluta de losayuntamientos entre sí, «sería una monstruosidad en el Gobierno si no tubiesen unGefe comun por centro».En Puquina, parroquia con mayoría de población india, del partido de Moquegua(intendencia de Arequipa), el desesperado intento de los pocos vecinos españoles porevitar la elección de un indio como alcalde constitucional se debía sobre todo al temorde que ejercería la jurisdicción de primera instancia sobre todos los habitantes delpueblo, incluidos ellos. A su petición el subdelegado no pudo sino remachar que nocabían distinciones en lo concerniente a la elección del alcalde, «pues siendo [losindígenas] Ciudadanos y teniendo las calidades de que habla el art. 317 de laConstitución [tener 25 años y residir más de cinco años en el pueblo] puedenlegítimamente serlo []» [30] .En lo tocante a la cuestión de la justicia, los temores de los vecinos españoles dePuquina estaban completamente fundados, dado que la Constitución, si bien habíaprevisto la creación de un aparato judicial específico compuesto de jueces de letras,partidos, Audiencias, así como de un Supremo Tribunal de Justicia con sede en Madrid(arts. 242-279), de otro lado había establecido que los alcaldes constitucionales,además de hacer de jueces conciliatorios en materia civil (art. 282), retuviesenfacultades jurisdiccionales «así en lo contencioso como en lo económico», cuyaextensión sería definida en sucesivas leyes (art. 275). Un ulterior decreto, fechado el 9de octubre de 1812, estableció además que, en tanto no se llevara a cabo la nuevasubdivisión en partidos y se nombrasen los jueces de letras, todas las causas civiles y
criminales serían juzgadas en primera instancia por los subdelegados, o bien, en suausencia, por los alcaldes constitucionales de los pueblos, operando de maneraanáloga a la de los antiguos alcaldes ordinarios [31] . Las trastornantes implicacionesde la administración de justicia por parte de los alcaldes constitucionales de cadapueblo, por modesto que fuese, quedan evidenciadas en las palabras del alcalde de laaldea de Sangolqui (citadas por Morelli), quien frente a la pretensión de los alcaldes deQuito, capital de la Audiencia, de intervenir en una causa local afirmó que aquéllostenían sus mismos poderes, es decir, eran jueces de primera instancia en la capital«como lo soy yo en el distrito de este pueblo» [32] . Como significativa es, también, lainiciativa de los alcaldes indígenas de Azángaro, los cuales, apenas elegidos, seapresuraron a pedir al subdelegado que presentase los títulos de propiedad de lastierras comunales de las que se apropiara hacía algún tiempo. Administrar justiciasobre la base de las nuevas normas implicaba, de una parte, la ruptura definitiva de lasjerarquías territoriales preexistentes; de otra, la posibilidad, también para los sujetoscolectivos indígenas, de ejercer un control más fuerte y autónomo sobre las cuestionesrelativas a los bienes de las comunidades, transferidos de inmediato a la categoría delos propios [33] .En los últimos meses de 1814 la noticia de la abrogación por parte de Fernando VII dela Constitución y de todos los decretos de las Cortes bloqueó el proceso demunicipalización, de nuevo retomado a partir de septiembre de 1820, cuando laConstitución volvió a ser puesta en vigor en una situación que, en el Perú, era aún másconfusa y deslavazada a causa del contemporáneo desembarco de las tropas de SanMartín. En Lima, el virrey Pezuela, que en 1816 había sucedido a Abascal, quiso detodas las formas posibles acelerar la elección de la municipalidad constitucional, labaza con la que pretendía deslegitimar la acción del ejército independentista; perotambién en centros del interior, algunos de dimensiones modestas Caja, Julcamarca,Callamarca, se eligieron nuevamente los ayuntamientos, probablemente másnumerosos que en el pasado, gracias a la aprobación en 1820 de un decreto quereconocía a todos los pueblos americanos el derecho a elegir los propios organismosmunicipales [34] .Antes aún que en Lima, la independencia fue proclamada en varias localidades,particularmente en la parte norte del país; así sucedió en Tumbes, Lambayeque,Trujillo, Guayaquil, Piura, Cajamarca, Chachapoyas, Jaen, Maynas, Supe, Ica y otros
centros menores; en todas partes fueron los alcaldes de los nuevos ayuntamientosquienes tomaron la iniciativa, dando así inicio a la que, por decirlo con Dym, más queuna independencia nacional puede definirse como una «independencia municipal»[35] .
2. Las municipalidades en el Perú independiente: las normas y las prácticasEn los meses subsiguientes a la proclamación de independencia, un ulterior indicioindirecto de la difusión de los ayuntamientos constitucionales, definidos ahora comomunicipalidades, lo da el Reglamento de elecciones municipales del 27 de noviembre de1821. Éste establecía que dichas elecciones se celebraran en todos los lugares en losque ya existían municipalidades (art. 1), es decir, y como aclaraban los artículossucesivos (arts. 2, 11, 13), en Lima, en las capitales de provincia de la Costa y de laSierra, en aldeas y pueblos y, finalmente, en los «pueblos de peruanos», como sedefinía, en una especie de discriminación invertida, a los pueblos y comunidadesindígenas desde que un decreto de San Martín estableciera que a los indígenas, hijos yciudadanos del Perú, debía conocérseles con el nombre de «Peruanos» [36] .En los dos decenios siguientes, y desde el punto de vista de las normas, el itinerario delos organismos municipales estuvo lleno de incidentes, por cuanto muchas fueron lasconstituciones promulgadas, que se alternaron en una especie de movimientopendular que hacía que a un texto de impronta liberal siguiera otro de carácterconservador, y viceversa. Los unos se distinguían de los otros, primero, por el diversopeso atribuido al poder ejecutivo y al legislativo, mas también por la mayor o menorautonomía concedida a los cuerpos locales.La primera Constitución del Perú independiente, promulgada en 1823, estableció quese eligieran municipalidades, compuestas por un número de miembros que variabacon la entidad de la población, «en todas las poblaciones, sea cual fuere su censo»; locual, habida cuenta de que el sufragio, según el modelo gaditano, continuaba siendomuy amplio, hace suponer una notable difusión de las mismas [37] . Dicho texto, contodo, tuvo una vida breve, pues en diciembre de 1826 fue sustituido por laConstitución bolivariana, que anuló todas las municipalidades y asignó laadministración de los departamentos (las nuevas grandes circunscripciones en las quea partir de 1822 había sido subdividido el territorio de la república), de las provinciasy de los distritos a funcionarios públicos denominados prefectos, sub-prefectos y
gobernadores. En todo caso, en cualquier aldea con más de cien habitantes debíaelegirse a un juez de paz, y en los de más de mil también un creciente número dealcaldes (arts. 124-128) [38] .Aunque tendente a revitalizar las jerarquías territoriales de matriz colonial, el intentobolivariano no tuvo éxito, ya que la Constitución vitalicia fue rápidamente abolida: enjunio de 1827 [39] ; ya en el mes de enero un decreto había restablecido las funcionesde las municipalidades, momentáneamente suspendidas en diciembre del año anterior.La siguiente Constitución, promulgada en 1828, de nuevo previó la existencia deorganismos municipales en las capitales de departamento y de provincia, y luego, demanera más genérica, en los demás pueblos; el subsiguiente Reglamento de
Municipalidades especificaría además que «sea cual fuere el número de Municipales ylugar de la Municipalidad, todas las de la República serán iguales en representación, ysin dependencia una de otra» [40] .Los textos constitucionales de 1834 y 1839 intentaron una vez más limitar el númerode municipalidades, o al menos crear jerarquías entre los diversos centros, dotándolesde organismos diferenciados. En 1834, sólo en las capitales de departamento y deprovincia pudieron elegirse municipalidades, fuera cual fuese la entidad de supoblación, mientras en cada parroquia podían elegirse jueces de paz y notables ennúmero creciente, dependiendo de los habitantes. En 1839, la Constituciónpromulgada en Huancayo volvió a suprimir las municipalidades, instituyendo en cadacapital de departamento un intendente de policía, al que concernía la tarea desalvaguardar el orden público en colaboración con sus subalternos, sub-prefectos ygobernadores, respectivamente establecidos en las capitales de provincia y de distrito;se mantuvo empero la presencia en cada pueblo de jueces de paz y de síndicosprocuradores electivos. La Constitución de Huancayo supuso por tanto un girosignificativo, aunque no fuese más que por su larga duración si comparada con lasprecedentes, pues permaneció en vigor, formalmente al menos, hasta 1856.El análisis de un panorama normativo tan complejo y contradictorio induce a dosórdenes de consideraciones. Por un lado, resulta oportuno subrayar que, aun en eltormentoso subseguirse de constituciones y de leyes, algunos elementospermanecieron constantes. Ninguna Constitución, excepción hecha del textobolivariano en base al cual era necesario saber leer y escribir para ejercer el voto,
restringió el derecho de sufragio, que siempre fue amplio, no monoétnico, nocensitario, atribuido con base en requisitos vagos, no cuantificables, cuya verificaciónse asignó de manera constante a las comunidades locales, que sin control alguno porparte de los funcionarios estatales confeccionaban los registros cívicos, es decir, laslistas de los ciudadanos habilitados para el voto [41] . Además, en el ámbito del sistemaelectoral indirecto de dos grados, siempre en vigor hasta 1896 con la salvedad de losaños 1855-1860, una serie de normas específicas consintió que incluso a losanalfabetos se les designara electores de segundo grado (parroquiales) y se les eligierapara formar parte de las municipalidades; por ejemplo, la Ley de municipalidades de1834 dispuso que incluso los indígenas analfabetos podían ser miembros de lasmunicipalidades, para lo que «bastará que paguen su contribución, o esten reservadosde pagarla» [42] . Volviendo a los registros cívicos, su redacción fue siemprecompetencia de las municipalidades o, en su ausencia, de juntas instituidas en losdistritos, compuestas de jueces de paz, síndicos procuradores, notables, vecinosnombrados ad hoc y posiblemente seleccionados entre los mayores contribuyentes:personajes todos que eran representantes autorizados y reconocidos de lascomunidades locales [43] .Igual de constante es la presencia de los jueces de paz electivos, presentes también enlos centros menores: «desde la población más reducida», según la Ley de
municipalidades de 1834 [44] . Hasta 1834 al menos, fueron los alcaldes (y a vecestambién los regidores) quienes tenían reconocido el derecho de operar como tales, yhasta el de desempeñar las funciones de jueces de primera instancia: demostraciónpalmaria del hecho de que, a pesar de las afirmaciones de principio contenidas en lasconstituciones, la separación entre justicia y administración no era fácilmenteaceptada ni inmediatamente realizable. Los jueces de paz tenían competencias sobrelos asuntos de «menor cuantía», es decir, que no superasen el valor de 100 pesos; y, enmateria penal, en los casos de «injurias leves», que no comportasen más pena que una«moderada corrección»; reglamentos sucesivos les asignaron asuntos que nosuperasen el valor de 200 pesos en materia civil y de 50 en materia penal, en cuyoámbito fueron autorizados a iniciar la instrucción de cada proceso. En todo caso, se lesasignaba la solución de las controversias relativas a toda una serie de asuntos decapital relieve para comunidades estrechamente vinculadas al uso y la propiedad de latierra: de las disputas de confines entre fundos al reconocimiento de las mejorasrealizadas; de la modificación del trazado vial a la destrucción o al hurto de las
cosechas; de la distribución de las aguas de riego al arriendo y subarriendo de tierras oa la recaudación de los diezmos [45] .En la práctica, y a pesar de los continuos cambios, las comunidades locales siguieronsiendo fuente de derechos constitucionales y administrando justicia en el ámbito de suterritorio, favorecidas también por una situación bastante deslavazada y confusa. Enlos años cincuenta se promulgaron los nuevos códigos civil y penal, y los respectivoscódigos de procedimiento; se aprobaron las primeras leyes, que procuraron un marcoestable, si no definitivo, a los distritos judiciales y organización a los tribunales, auncuando sea harto difícil pensar que dichas leyes se aplicaran de manera inmediata.Muy probablemente, los límites puestos por las leyes continuaron sobrepasándose pormor de la tradición y de las prácticas de justicia local afirmadas en los últimosdecenios, utilizándose a la vez por largo tiempo ordenamientos legislativos diversos,antiguos y nuevos, las Leyes de Indias y los códigos republicanos de inspiraciónnapoleónica.De aquí se desprende la segunda observación: resulta difícil pensar que constitucionesy leyes llegasen a ser conocidas con rapidez y aplicadas con celeridad en un paísgrande y poco poblado (en 1826 los habitantes del Perú eran aproximadamente1.325.000) [46] , bastante desprovisto de vías y medios de comunicación, en unperiodo de inestabilidad política constante, y con un Estado frágil cuya acción amenudo conseguía ser eficaz sólo en las mayores ciudades. ¿Qué sucedía realmente enel país, y en particular en las regiones más apartadas?Lo más probable es que hubiera prácticas diversas según las regiones, más o menoscomunicadas con el centro. A veces emergen indicios de la presencia de institucionespertenecientes a la tradición colonial, o definidas con nombres antiguos. Un «cabildode peruanos» (¿de indios, pues?) aparece en acción en Sondorillo (provincia de Piura),ocupado en tomar posesión en nombre del «común» de un lote de tierra, y eso sucedeen 1842, es decir, en un periodo en el que en teoría no debían existir organismoselectivos locales [47] . En 1850, el prefecto de Ancash tuvo que admitir que teníaproblemas desde que una ley de 1849, que había declarado ilegal sus servicios, loprivase de la colaboración de los alcaldes de campo (nombrados tradicionalmente porlos gobernadores), que por «costumbre» y sin paga recaudaban la contribución deindígenas en ayllus y parcialidades [48] .
Una serie de documentos relativos al año 1854 ofrece la posibilidad de analizar más decerca comportamiento y lenguajes de un buen número de comunidades locales, dedimensiones diversas. Se trata de proclamas redactadas por ciudades como Cuzco yPuno (capitales de provincia), por villas como Caravelí, Sicuani, Junín, ellas tambiéncapitales de provincia, así como los pueblos de Vilca, Apasa, Paucartambo, Crucero, y,por último, por simples pueblos, cabezas de los respectivos distritos, como Ocoña,Aplao, Otocca; el objetivo era el de dar a conocer su voluntad de deslegitimación delactual presidente, José Rufino Echenique, y apoyar en cambio el levantamiento encurso, conducido por Ramón Castilla. Las actas, según especifican los propiosdocumentos, están redactadas por los vecinos, respetables padres de familia, de losdiversos centros, reunidos en una especie de cabildo abierto bajo la presidencia de lasautoridades electivas de las que por entonces podían disponer: jueces de paz y síndicosprocuradores, a los que ocasionalmente se añadían el gobernador, el párroco, el juezde primera instancia, o bien oficiales de la Guardia Nacional. En diciembre de 1853 sehabía aprobado una ley que restablecía las municipalidades, si bien la situación deguerra civil no había consentido su aplicación. La afirmación central de las proclamasera la siguiente: habida cuenta de que el actual presidente había incumplido su tarea yviolado el pacto social que se había comprometido a respetar, los pueblos nada podíanhacer sino «reasumir su soberanía, hacer uso de sus originarios derechos y oponer supoderosa voluntad a las criminales miras» del tirano [49] . El lenguaje recuerda ymucho el utilizado en España y América por cabildos abiertos y juntas a fin de hacermanifiesta su voluntad de no reconocer como legítimo al rey usurpador JoséBonaparte, de permanecer fieles a Fernando VII, pero en su ausencia y en la situaciónde peligro y de acefalia del reino de reasumir su propia soberanía y dotarse de órganospropios de gobierno al objeto de proveer a la propia salvación [50] .En la situación de 1854, el uso de semejante lenguaje muestra cuán viva y vitalestuviese todavía la concepción de una soberanía no abstracta, sino físicamentedistribuida entre los cuerpos territoriales, defendida por los diputados americanos enlas Cortes de Cádiz [51] , y hasta qué punto, por otro lado, aún no estuvieseinteriorizada la crucial distinción entre titularidad y ejercicio de la soberanía, de la quelos pueblos se sentían titulares originarios y por lo tanto autorizados en todomomento a reapropiársela. Aquéllos, en realidad, se sentían como entidadesautónomamente existentes, y concebían su adhesión al Estado no como integraciónplena a un cuerpo soberano, sino como asociación entre cuerpos soberanos distintos,
siempre revocable apenas se rompiera el pacto social [52] .Bien mirado, parece pues posible decir que los pueblos, aun en ausencia demunicipalidades verdaderamente tales, de ningún modo habían perdido sus «hábitosmunicipales», y que más bien estaban dispuestos y preparados para reunirse a fin dediscutir y asumir colectivamente las decisiones que consideraban fundamentales.Testigo indirecto de la constancia y del arraigo de tales comportamientos y de cuántopreocupasen a las autoridades centrales son las normas contenidas en casi todas lasconstituciones de esos años. La Constitución de 1828 (art. 169) había afirmado queningún individuo, reunión de individuos o corporación legal, podía hacer peticiones ennombre del pueblo, «y ménos arrogarse el título de Pueblo Soberano» (mayúsculas ycursivas en el original); disposición ésa que la Constitución de 1834 (art. 169)enriquecería ulteriormente al especificar que todo ciudadano podía presentarpeticiones individualmente firmadas, mientras que sólo a los cuerpos legalmenteconstituidos les era consentido presentar peticiones firmadas colectivamente enrelación con asuntos de su competencia, mas en todo caso «sin arrogarse el título depueblo soberano». En 1828, los constituyentes se sintieron asimismo en la obligaciónde aclarar que las municipalidades no tenían ningún carácter representativo, no podíande ningún modo tomar parte o intervenir bajo ningún pretexto en cuestiones relativasal interés nacional o que correspondieran a uno de los tres poderes del Estado. Suspeticiones a la autoridad, concluía el artículo 142, debían «ceñirse exclusivamente á lasnecesidades domésticas de los pueblos». Por último, tanto la Constitución de 1856como la de 1860 volvieron a especificar (las dos en el art. 5) que nadie podía arrogarseel título de soberano, y que cometía un atentado de lesa patria quien lo hiciere.En 1856, derrotado al fin Echenique y convertido Castilla en Jefe provisional delEstado, fue elegida mediante sufragio universal (introducido por un decreto de febrerode 1855) una Convención nacional, dominada por los liberales radicales. Fruto de sustrabajos fueron una nueva Constitución y una nueva Ley orgánica de municipalidades,promulgadas ambas el mismo año; la ley, retomando en cierta medida el modelogaditano, dictaminó que se establecerían municipalidades compuestas de un númerodiverso de miembros, a tenor de la población en todas las capitales de distrito y en las«poblaciones que, aunque no sean capitales de distrito, tengan mas de mil habitantes»;para las localidades con población inferior, la municipalidad más próxima nombraríatres agentes municipales [53] . Una ley posterior enumeró detalladamente los centros
en grado de dotarse de organismos municipales, nada menos que seiscientos noventa ynueve: doce eran capitales de departamento; cincuenta y ocho, de provincia; los demás,la gran mayoría, capitales de distrito; cuatrocientos ochenta tenían cinco componentes,el número mínimo previsto por la ley para centros con entre mil y dos mil habitantes.Ciento setenta y cinco distritos eran de reciente creación, en parte quizá comorecompensa por el apoyo ofrecido a Castilla en la lucha contra Echenique [54] .Antes de que la Ley de Municipalidades se aprobara definitivamente, Castilla formulóuna serie de observaciones que, a decir verdad, luego sólo en mínima parte laConvención acogería [55] . Muchos eran los aspectos de la ley que no gozaban del favordel jefe del Ejecutivo, como, por ejemplo, la facultad a disposición de cadamunicipalidad de redactar un reglamento propio, sin respetar mínimamente criteriosde uniformidad y sin control de ningún superior; o bien la posibilidad de nombrar,suspender o destituir dependientes del «ramo de policía», de controlar las cárceles,proveer a la distribución de las aguas, nombrar o destituir maestros y empleados enlas escuelas; o también la posibilidad de imponer «multas y detenciones moderadas»,crear arbitrios y derechos municipales, administrar con autonomía plena los fondosmunicipales, disponer sin control de los bienes muebles e inmuebles, de los interesesfinancieros y de los procedimientos judiciales en los que, a título diverso, el municipiose viera implicado. En todos los casos escribía Castilla se trataba de competenciasdemasiado amplias, que interferían en las de otros funcionarios (los jueces de aguas,por ejemplo) y, sobre todo, «participan del carácter de las funciones anexas á lasautoridades políticas». Con anterioridad, el Ejecutivo también había criticado lasnormas previstas por la Constitución a propósito de los prefectos, sub-prefectos ygobernadores (art. 101), a los que el gobierno debía elegir entre sujetos propuestos,respectivamente, por las juntas departamentales y por las municipalidades [56] . Mástarde, el gobierno haría llegar sus consistentes objeciones al Reglamento de eleccionesaprobado en 1857: además del sufragio casi universal y directo, que era una normaconstitucional, no gozaban de su favor los artículos 8 y 9, que atribuían a lasmunicipalidades y a los agentes municipales la tarea de elegir a los componentes de lasmesas electorales.Constitución y leyes habían sido aprobadas y habían entrado en vigor, perociertamente su aplicación había supuesto un choque en un contexto bastante confuso yprecario que la complicaba aún más, lo que muy pronto hizo surgir la idea de que era
necesario reformarlas en profundidad. Mientras el Congreso de 1860 daba inicio a sustrabajos, también en la capital hervía el debate sobre las modificaciones que aportar,acerca de cuya necesidad había, según se ha dicho, un difuso consenso, mas tambiénposiciones a veces radicalmente diversas. Respecto de las municipalidades, el proyectode Constitución publicado por Bartolomé Herrera, líder del partido conservador ypresidente del propio Congreso, les dedicaba únicamente dos breves perosignificativos artículos (el 131 y el 134), en los cuales se puntualizaba que seinstituirían (mas sin precisar el modo) organismos municipales donde lo establecieseel Congreso, y, sobre todo, que «las Municipalidades no son cuerpos representativos,sino meramente administrativos [] subordinados al Poder Ejecutivo y al Congreso []»[57] .Le respondió, desde las páginas de la Revista de Lima, Luciano Benjamín Cisneros, unode los exponentes más descollantes del liberalismo moderado [58] . Los liberalesperuanos nunca habían mostrado gran interés por el federalismo, al que considerabanun sistema irrealizable en el país, por cuanto su aplicación beneficiosa requería una«práctica constante, un hábito contraído de largo tiempo, de la vida pública». Si bien elmodelo norteamericano suscitaba admiración, veían sin embargo con profundadesconfianza los «ejemplos palpitantes de Buenos Ayres, de México y de Centro-América [que] copiaron casi al pié de la letra la constitución americana y lejos deproducir los mismos efectos que en los Estados Unidos, no ha engendrado mas que eldespotismo, la guerra civil y la anarquía»; son palabras de Toribio Pacheco, para el que«los cuerpos municipales [] producirán, sin duda alguna, el resultado que se espera delquimérico proyecto de confederación» [59] .Así pues, tampoco Cisneros usó una sola palabra en defensa de las JuntasDepartamentales, previstas según se aludió por la Constitución de 1856, y que la de1860 cancelaría sin debate. El municipio, en cambio, era para Cisneros «la mas gloriosatradición de cuantas instituciones se hayan ensayado ventajosamente en los pueblos».Gobierno «rural y primitivo» en los orígenes de la sociedad, había llegado a convertirseen los tiempos modernos en el más sólido baluarte contra la política intervencionistade los gobiernos. Sin municipalidades, «los pueblos existen en perpetua tutela: su vidalanguidece bajo la acción central de la autoridad, y sus garantías no son menos eficacesque si dependiesen de la gracia ó del capricho». Empero, para alcanzar sus tan altosfines, los municipios no debían experimentar restricciones excesivas, ni «precipitarse
en los desbordamientos de un poder extenso e ilimitado» [60] .En la misma línea de moderación se movió el Congreso de 1860. La nueva Ley de
Municipalidades, aprobada en 1861, limitó las municipalidades electivas presididas porel alcalde y dotadas de un número variable de miembros a las capitales dedepartamento y de provincia (noventa y dos en 1862) [61] y a las otras ciudades, nomás de trece en total [62] ; en las cabezas de distrito habría en cambio agenciasmunicipales, electivas también y formadas por tres miembros, subordinadas a lamunicipalidad correspondiente; y, en cada pueblo, un síndico procurador, subordinadoa la agencia municipal de la capital del distrito de pertenencia (arts. 2-9) [63] . Habidacuenta del rápido abandono del sufragio directo, municipalidades y agentes seríanelegidos trámite el tradicional sistema indirecto de dos grados. La ley de 1861 parecióresponder a las observaciones de Castilla, pues si bien no limitaba las competencias delos municipios más que en mínima parte, introdujo sin embargo controles por partedel prefecto en muchos de los ámbitos donde antes actuaran con plena autonomía. Elfuncionario político debía aprobar el reglamento y el presupuesto preventivo, impedira las municipalidades inmiscuirse en cuestiones de «alta policía» y de seguridadpública o en cualesquiera ámbitos de competencia exclusiva de prefectos, sub-prefectos y gobernadores, vigilar que no se nombraran empleados innecesarios y quela imposición de multas no provocase vejaciones, autorizar el concurso y laadjudicación de las obras públicas, y dirimir eventuales conflictos entremunicipalidades diversas de un mismo departamento. El gobierno, en cambio,intervenía indirectamente, por medio del prefecto, cuando se trataba de autorizar laventa o hipoteca de los bienes y los derechos municipales, de obtener préstamos o decrear nuevos impuestos municipales.
Consideraciones conclusivasLlegados aquí resultan más comprensibles las críticas dirigidas por el Congreso de1860 a las municipalidades y a la ley en vigor, aun si, bien mirado, la cuestión centralera no tanto los abusos y la incapacidad, por lo demás previsibles, de este o aquelmunicipio, cuanto más bien el choque entre dos concepciones diversas sobre el papelde las municipalidades. Por un lado, estaba el tradicional autonomismo de los pueblos,que en 1856 se habían visto reconocer de hecho no sólo la posibilidad de gestionar elconjunto de sus propios recursos, sino también la capacidad de interferir en los
nombramientos de los funcionarios políticos y de intervenir en las dinámicaselectorales; por el otro, el intento de una parte de la élite política y de gobierno porponer en marcha la construcción del Estado, y por ende de reconducir al centro delsistema político poderes y facultades que desde Cádiz en adelante se hallabandispersos en el territorio: entre los múltiples sujetos que en 1856 habían recibido unavez más su pleno reconocimiento formal.Ciertamente, no cabe definir a la introducida en 1861 como una ley de cuñocentralista; un repaso rápido a la normativa por entonces en vigor en Francia lleva a laconclusión de que aún se estaba muy lejos de tan rígida centralización la cual, entreotras cosas, había recuperado fuerza gracias a Luis Napoleón Bonaparte [64] . Un pasomás en la dirección de la centralización y racionalización de la administración local sedaría en el Perú algunos años más tarde; fue en 1873, cuando durante el gobierno deManuel Pardo se aprobó una nueva ley, que se iniciaba con una innovadora definiciónde los organismos municipales y de sus tareas: no se trataba ya, como todavía era elcaso en la ley de 1861, de «corporaciones que deben cuidar y promover los interesesdel común», sino sencillamente de instituciones a las que se asignaba la«administración local de la República, [que] se divide en departamental, provincial yde distrito» [65] . Desaparecía también, salvo del título de la ley, el término
municipalidad, sustituido por concejo: eliminados los organismos menores, agenciasmunicipales y síndicos procuradores, la ley creaba Concejos de departamento, deprovincia y de distrito, ordenados en forma jerárquica en modo tal que los reglamentosde los superiores obligaban a los inferiores y los actos de estos últimos debían serconocidos e inspeccionados por los primeros, mientras que el gobierno disponía de lafacultad de controlar la actividad de los Concejos departamentales.En cualquier caso, queda por preguntarse y por verificar hasta qué punto dichasnormas llegaron a tener eficacia práctica en un país que, si bien lentamente, se estabamodernizando, pero en el que las relaciones entre gobierno y funcionarios políticoslocales aún revestirían por largo tiempo un carácter más personal que institucional; yen el que, al poco, el estallido de la guerra del Pacífico provocaría una dramáticafractura, que comportaría un bloqueo de todos los procesos virtuosos de carácterpolítico, social y económico ya en marcha, así como un retroceso sustancial.Volvamos a 1861; durante el debate sobre la Ley de municipalidades tuvieron lugar
protestas, principalmente contra la limitación del número de municipalidades, contralas injerencias de los prefectos, y contra el riesgo de que, pese a lo establecido por lapropia ley a saber, que las rentas de cada distrito sólo debían emplearse en beneficiodel mismo, se produjera algún tipo de transferencia forzosa de recursos de los centrospequeños a los grandes; en particular, el señor Ibarra, representante de la provincia deJauja, hizo oír una y otra vez su voz sosteniendo que la ley no sólo restringía lasfacultades del municipio, sino que claramente revelaba la voluntad de someter elpoder municipal a la voluntad del ejecutivo, «desvirtuando, matando la mas bella y lamas apreciable de las instituciones» [66] .Frente a afirmaciones tales, hay no obstante dos elementos a tener en cuenta. Enprimer lugar, ni la ley de 1861 ni ninguna de las que la siguieron en el curso del siglo,sustrajo jamás a las comunidades locales y a sus organismos electivos la facultad deredactar los registros cívicos, y por tanto de seleccionar a los ciudadanos en posesiónde derechos políticos. Ninguna parte política quiso o pudo realizar tal reforma. En losaños de la presidencia de Pardo (1872-1876) fue debatido un proyecto de Ley de censo,
registro cívico y elecciones que, entre otras medidas, proponía asignar la redacción delas listas de electores a Juntas instaladas en las capitales de provincia y compuestas depersonal permanente y asalariado; semejante propuesta fue desdeñosamenterechazada, y el motivo era que con ella se apuntaba en realidad a «matar el sagradoderecho de sufragio» [67] . En 1893 se asistió a la aparición de una enésima ley de
registro cívico, que asignaba la redacción de las listas electorales a una Junta Centraldel Registro Electoral, compuesta principalmente por representantes de ambasCámaras y del gobierno; regularmente aprobada, las numerosas protestas popularesdieron al traste con su aplicación [68] .En segundo lugar, se ha de tener presente que justo en 1861 se habían reducido, porun lado, el número de municipalidades; pero por el otro, la nueva ley electoral (art. 6)había concedido a todos los pueblos, con independencia del número de habitantes, elderecho a designar un elector de segundo grado, que representaría al pueblo en elámbito del sistema electoral indirecto de dos grados reintroducido por la Constituciónde 1860 [69] . No es éste el lugar donde alargarse sobre las importantes consecuenciasque tal norma tuvo sobre las elecciones [70] . Con todo, vale la pena subrayar que elartículo, inexistente en leyes y constituciones precedentes, por una parte denunciaba laincapacidad del principio numérico para representar de manera adecuada a una
sociedad y un territorio extremadamente complejos, en los que entidadesadministrativas viejas y nuevas se sobreponían y se entretejían con derechos antiguos;mas por otra, evidenciaba el peso aún mantenido por los pueblos en el proceso deconstrucción de la representación. Particularmente significativa a este respectoaparece la afirmación hecha por un senador en noviembre de 1862, mientras sediscutían los problemas planteados por la dificultad de realizar el censo de lapoblación. En esa ocasión, el señor Silva Santistevan, reclamando la atención de suscolegas sobre el artículo en cuestión, pues estaba creando graves problemas para laexacta cuantificación del número de electores de segundo grado que cada provinciadebía designar, afirmó: «la ley ha reconocido un derecho, un derecho perfecto en todoslos pueblos de ser representados y de concurrir á las elecciones; ha reconocido á cadapueblo como una entidad política y les ha concedido el derecho político del sufragio»[71] . 
[1] Diario de los Debates, Congreso, 1860, s.i.t., pág. 5.[2] El artículo del proyecto rezaba literalmente: «Habrá municipalidades en los lugaresque designe la ley, y esta también determinará sus funciones, responsabilidad,calidades de sus miembros y el modo de elegirlos». En la redacción definitiva el textopermaneció sustancialmente idéntico, si bien el número del artículo pasó del 114 al118.[3] Cf. Diario de los Debates, Congreso, 1860, cit., págs. 349-363.[4] Afirmaciones formuladas por los señores Zegarra y Bieytes; cf. Diario de los
Debates, Congreso, 1860, cit., págs. 349 y 354.[5] Diario de los Debates, Congreso, 1860, cit., pág. 361.[6] Diario de los debates, Congreso, 1860, págs. 351-352. El general Andrés Santa Cruz,por entonces presidente de Bolivia, encabezó en 1836 el intento de constituir unaConfederación peruano-boliviana compuesta de tres Estados (Perú-Norte, Perú-Sur y
Bolivia), intento que concluyó en 1839, luego de la que fuera definida como una«guerra civil con la injerencia de países vecinos», con la disolución de la propiaConfederación. Cf. C. Contreras, C. Cueto, Historia del Perú contemporáneo, Lima, Redpara el Desarrollo de las Ciencias sociales en el Perú, 1999, págs. 84-88.[7] Casi no hay que recordar aquí que la elección no tenía nada de democrático, porcuanto se trataba de una cooptación por parte del cabildo saliente; habida cuenta deque la norma de la no reeligibilidad a menudo no se respetaba, o bien era sustituidacon una especie de rotación interna, sucedía con frecuencia que los cargos municipalesfuesen monopolizados por restringidos grupos privilegiados. Semejante proceso seacentuó ulteriormente, a partir de la introducción a finales del siglo XVI de la venalidadde los cargos, lo que fue reduciendo cada vez más la capacidad de representación delos cabildos, llevándolos a su decadencia. Sobre las elecciones municipales, cf. J. P.Moore, The Cabildo in Peru under the Hapsburgs. A Study on the Town Council in the
Viceroyalty of Peru, 1530-1700, Durham, Duke University Press, 1954, cap. V, Municipal
Elections, págs. 77-98.[8] Contra las sentencias de los alcaldes era posible apelar ante el corregidor, o biensobre la base de eventuales privilegios concedidos a determinados municipios (comoCiudad de México o Lima, donde por un cierto periodo de tiempo no fueron nombradoscorregidores) al cabildo o, finalmente, a la Audiencia. Cf. J. de Solórzano y Pereyra,
Política Indiana [1647], Compañía Ibero-americana de Publicaciones, Madrid-BuenosAires, s.f., T. 4º, libro V, caps. 1, 2, 14, 23 y 26, págs. 7-8, 12, 15-16.[9] El elenco de las ciudades dotadas de cabildo se obtiene cruzando los datoscontenidos en C. Bueno, Geografía del Perú Virreinal (siglo XVIII), Lima, 1961, J. P.Moore, The Cabildo in Peru under the Bourbons. A Study in the decline and resurgence of
local government in the Audiencia of Lima, 1700-1824, Durham, Duke University Press,1966, pág. 4, y J. R. Fisher, Government and Society in Colonial Peru. The Intendant
System, London, University of London, The Athlone Press, 1970, cap. VIII, Intendants
and Cabildos, págs. 174-200.[10] A la provincia de Guayaquil se la hizo militarmente dependiente de Lima en 1803,si bien no fue acogida la propuesta del visitador Escobedo de convertirla en unaintendencia peruana más. En cuanto a la acción de los intendentes respecto a lacreación de nuevos cabildos, en particular en Tarma, Jauja, Huánuco, Piura y
Moquegua, cf. J. Fisher, op. cit., págs. 177-178, y J. P. Moore, The Cabildo in Peru under
the Bourbons, cit., págs. 166-170. Ambos autores sostienen que a las tensiones entrelos intendentes, que podían controlar los recursos y los bienes de las municipalidades,y los antiguos cabildos se debió la fase de renovada vitalidad que estos últimosconocieron en el último periodo colonial.[11] Las limitaciones a la actuación del alcalde de indios concernían al ámbitoterritorial, a los sujetos puestos bajo su jurisdicción (pues no podía emprender acciónalguna en relación a los españoles), a la tipología de los delitos, o de los asuntoscontenciosos en que podía intervenir, y de las penas que podía infligir; cf. Leyes 21-26en A. León Pinelo, Recopilación de las Indias, México, Miguel Ángel Porrúa, librero-editor, 1992, T. II, libro séptimo, título X, págs. 1832-1833.[12] En los últimos decenios se han multiplicado los estudios relativos a laorganización política y social de los pueblos indígenas, especialmente del Alto Perú.Véase al respecto la abundante bibliografía citada en Sergio Serulnikov, Legitimidad
política y organización social en las comunidades indígenas de la provincia de Chayanta
(siglo XVIII), en «Anuario de Estudios Americanos», T. 61, 1, 2004, págs. 69-101.[13] S. OPhelan, Kurakas sin sucesiones. Del cacique al alcalde de indios. Perú y Bolivia
(1750-1835), Cuzco, Centro de Estudios Regionales Andinos Bartolomé de las Casas,1997, pág. 9; el estudio analiza con gran precisión y riqueza de documentos el largoproceso que llevó a la sustitución de los "caciques de sangre" por los "caciquesintrusos" y los caciques nombrados "por aclamación general". Según Serulnikov (op.cit, pág. 82), «en gran parte de los Andes peruanos los alcaldes y los integrantes de lascofradías no parecen haber asumido las funciones económicas y políticas de loscaciques al menos hasta la década de 1780». Respecto de la rebelión de Túpac Amaru,Alberto Flores Galindo, Perú: identità e utopia. Cercando un Inca, Firenze, Ponte allegrazie, 1988, pág. 137, escribe que aquélla decidió el destino de la aristocraciaindígena.[14] S. OPhelan, op. cit., págs. 54-55.[15] L. Millones, Los ganados del Señor. Mecanismos de poder en las comunidades
andinas. Arequipa, siglos XVII-XIX, en Historia y Cultura. Revista del Museo Nacional de
Historia, 11, 1978, págs. 7-43: 21. Claudia Guarisco (¿Reyes o indios? Cabildos,
repúblicas y autonomía en el Perú y México coloniales 1770-1812, en Revista Andina, 39,2004, págs. 203-226: 209; y: Cabildos indígenas, democracia y autonomía, Lima 1770-
1812, en Investigaciones Sociales, año VIII, 12, 2004, págs. 99-131: 130, escribe que enla intendencia de Lima, a finales del siglo XVIII, todos los pueblos de las parroquiasindígenas disponían de un cabildo para los "originarios" y de otro para los "forasteros".[16] Documentos que describen procesos de este tipo se analizan en G. Chiaramonti,
Ciudadanía y representación en el Perú (1808-1860). Los itinerarios de la soberanía,Lima, Fondo Editorial UNAMS-ONPE, 2005, págs. 63-66.[17] G. Chiaramonti, op. cit., págs. 54-55.[18] Señala David Cahill, Curas and Social Conflict in the Doctrinas of Cuzco, 1780-1814,en Journal of Latin American Studies, 16, 1984, págs. 241-276: 258, que en 1786, en elpartido de Quispicanchi, se eligieron hasta 184 entre alcaldes, regidores y alguaciles;en el de Canas y Canchis, en 1790, 56 ayllus, que constituían 20 pueblos, eligieronotros tantos alcaldes.[19] Según el art. 5, eran españoles incluso los extranjeros que hubiesen obtenido lanaturalización por parte de las Cortes; los que, aun privados de "carta de naturaleza",fueran vecinos desde al menos diez años de cualquier pueblo de la monarquía; y, porúltimo, los antiguos esclavos que hubieran obtenido la libertad en las Españas. Encuanto al uso del plural del término España, éste remite a la multiplicidad de reinosibéricos y transoceánicos, incorporados en tiempos diversos a la Corona de Castilla, yque por largo tiempo conservaron algunos derechos específicos. En cuanto a losespañoles «habidos y reputados por originarios de África», podían llegar a serciudadanos a través de la «puerta de la virtud y del merecimiento» (art. 22).[20] Sobre la diversa concepción de los ayuntamientos, que los españolesconsideraban "agencias" del ejecutivo y los americanos, en cambio, como cuerposrepresentativos de los pueblos, y de los debates que tales divergencias suscitaron enlas Cortes, así como de las protestas americanas relativas a la presidencia del jefepolítico, véase A. Gallego Anabitarte, España 1812: Cádiz, Estado unitario, en
perspectiva histórica, en M. Artola (ed.), Las Cortes de Cádiz, Madrid, Marcial Pons,1991, págs. 125-166: 146-147; M. Chust, La cuestión nacional americana en las Cortes
de Cádiz, Valencia, Centro Francisco Tomás y Valiente UNED Alzira-Valencia,
Fundación Historia Social, Instituto de Investigaciones Históricas, UNAM, 1999, enparticular págs. 205-218.[21] A la espera de que se procediese a la reorganización del territorio de la monarquíaa la que hacía referencia el art. 11 del texto gaditano, las diputaciones provincialesexistentes en tierra americana eran 20, de las cuales sólo había dos, las de Lima yCuzco, en el virreinato del Perú. Aquí tenía su residencia el jefe político, según el art.324 de la Constitución. Sobre lo que hubiese de entenderse en América como provinciareinaba una notable confusión, finalmente solucionada por las Cortes en 1820, alestablecer que se considerasen provincias todas las intendencias americanas, y se lasdotase por tanto de diputación provincial.[22] Art. I del Decreto CLXIII de 23 de Mayo de 1812. Formación de los ayuntamientos
constitucionales, en Colección de los decretos y órdenes que han expedido las Cortes
Generales y Extraordinarias desde 24 de setiembre de 1811 hasta 24 de mayo de 1812, T.II, Alicante, Biblioteca Virtual Miguel de Cervantes, 2005, págs. 231-234: 231, enwww.cercantesvirtual.com. El decreto preveía también (art. XII) que, en las provinciasde Ultramar, los pueblos que por sus peculiares circunstancias debiesen elegir unayuntamiento, pero cuyos vecinos no gozaban del derecho al voto, pudiesen noobstante elegir «entre sí los oficios de ayuntamiento baxo las reglas prescritas en estaley para los demás pueblos». Sobre la base de esta norma es posible que en ciertasáreas se consintiese el voto a los descendientes de africanos. El art. I del Capítulo II del
Decreto CCLXIX de 23 de Junio de 1813. Instrucciones para el gobierno económico-
político de las provincias, titulado De las obligaciones y cargos de las Diputaciones
provinciales, recalcaba que tales organismos, teniendo el deber de «cuidar delestablecimiento de Ayuntamientos en los pueblos donde no le haya», debían llevar acabo un censo exacto de la población «para que si llegare por sí ó con su comarca á lasmil almas, se establezca desde luego [el Ayuntamiento]; y si no llegare á este número,pero por otras razones de bien público conviniere establecerlo, se forme el expedienteinstructivo que las haga constar»: expediente que el jefe político debía enviar algobierno acompañado del parecer de la Diputación misma. Cf. Colección de los decretos
y órdenes que han expedido las Cortes Generales y Extraordinarias desde 24 de febrero de
1813 hasta 14 de setiembre del mismo año, T. IV, Alicante, Biblioteca Virtual Miguel deCervantes, 2005, págs. 105-126: 112, en www.cervantesvirtual.com.
[23] Datos relativos, respectivamente, al número de ayuntamientos constituidos en laintendencia de Oaxaca, en la provincia de Yucatán, en la audiencia de Quito y en laCapitanía General de Guatemala, pueden hallarse en A. Annino, Cádiz y la revolución
territorial de los pueblos mexicanos, 1812-1821, en A. Annino (coord.), Historia de las
elecciones en Iberoamérica, siglo XIX. De la formación del espacio político nacional,Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica de Argentina, 1995, págs. 177-226: 215; M.Bellingeri, Las ambigüedades del voto en Yucatán. Representación y gobierno en una
formación interétnica, 1812-1829, en A. Annino (coord.), op. cit., págs. 227-290: 252,267; F. Morelli, Territorio o Nazione. Riforma e dissoluzione dello spazio imperiale in
Ecuador, 1765-1830, Soveria Mannelli, Rubbettino Editore, 2001, en particular el cap.V, Il trionfo del municipalismo; J. Dym, La soberanía de los pueblos: ciudad e
independencia en Centroamérica, 1808-1823, en J. E. Rodríguez O. (coord.), Revolución,
Independencia y las nuevas naciones de América, Madrid, Fundación Mapfre Tavera,2005, págs. 309-337: 334.[24] Cf. M.-D. Démelas, Linvention politique. Bolivia, Equateur, Pérou au XIXème siècle,Paris, Éditions Recherche sur les Civilisations, 1992, págs. 157-168; Modalidades y
significación de elecciones generales en los pueblos andinos, 1813-1814, en A. Annino(coord.), op. cit., págs. 291-313; V. Paniagua Corazao, Los orígenes del gobierno
representativo en el Perú: las elecciones (1809-1826), Lima, Pontificia UniversidadCatólica del Perú, Fondo de Cultura Económica, 2003, págs. 181-253; G. Chiaramonti,op. cit., págs. 156-198; F. Núñez, La participación electoral indígena bajo la Constitución
de Cádiz (1812-1814), en C. Aljovín de Losada, S. López (eds.), Historia de las elecciones
en el Perú. Estudios sobre el gobierno representativo, Lima, Instituto de EstudiosPeruanos, 2005, págs. 361-394. Sobre las elecciones en Cuzco y en Lima, cf. V. PeraltaRuiz, Elecciones, constitucionalismo y revolución en el Cusco, 1809-1815, en Revista de
Indias, LVI, 206, 1996, págs. 99-131; El Cabildo de Lima y la política en el Perú, 1808-
1814, en S. OPhelan Godoy (comp.), La independencia del Perú. De los Borbones a
Bolívar, Lima, Pontificia Universidad Católica del Perú Instituto Riva-Agüero, 2001,págs. 29-56.[25] Cf. G. Chiaramonti, op. cit., págs. 127-150.[26] Biblioteca Nacional de Lima, Sala de Investigaciones, Colección de Manuscritos (deahora en adelante, BNL, SI), D9617, Testimonio del expediente sobre el reclamo de los
síndicos procuradores del ayuntamiento de Huálgayoc, acerca de los agravios inferidos al
pueblo en el proceso eleccionario realizado para el nombramiento de nuevas autoridades
ediles. Huálgayoc, Diciembre 6 de 1813.[27] A las exigencias del subdelegado, que pedía luces acerca de cómo comportarse, elintendente Gil de Taboada había respondido que no era posible permitir que seprocediese a la elección, ya que Huálgayoc había carecido hasta entonces de «Cabildoet regidores perpetuos», y por el momento los nuevos organismos sólo podíanconstituirse «en los Pueblos que lo hayan tenido». Cf. BNL, SI, D9617, cit.[28] El Virrey Abascal informa acerca de la conformación de los nuevos ayuntamientos,
integrados por gente poco idonea de resultas del sistema electoral: añade que por falta
de madures cívica, jamas las elecciones seran verdaderamente expresion de la voluntad
popular, Lima, 3 de noviembre de 1814, en Colección Documental de la Independenciadel Perú, tomo XXII, Documentación Oficial Española, vol. 1°, Lima, 1972, págs. 331-332.[29] BNL, SI, D9963, Expediente sobre el recurso presentado por el subdelegado de
Moquegua para que se le haga conocer el Reglamento sobre el funcionamiento de
ayuntamientos, Arequipa, Mayo 17 de 1813. Los dos primeros documentos del fascículose refieren al contencioso entre la municipalidad de Arequipa y el intendente Moscoso.[30] BNL, SI, D9873, Expediente sobre petición presentada por Bernardino Alarcón,
vecino español de Puquina, para que no se de participación excesiva a los sujetos de raza
íncica [sic] en la integración de los ayuntamientos. Puquina, Mayo 15 de 1813.[31] Cf. el capítulo IV, De la administración de justicia en primera instancia hasta que se
formen los partidos, del Decreto CCI de 9 de Octubre de 1812. Reglamento de las
Audiencias y Juzgados de primera instancia, en Colección, T. III, cit., pp. 98-121: 120, inwww.cervantesvirtual.com.[32] F. Morelli, op. cit., págs. 334-337.[33] BNL, SI, D9737, Expediente sobre la queja presentada por el pueblo de Azángaro
para que el gobierno virreynal ponga término a los desmanes que comete el subdelegado
Escobedo, 1812-1813, cit. en C. Hünefeldt, Lucha por la tierra y protesta indígena. Las
comunidades indígenas del Perú entre Colonia y República, 1800-1830, Bonn, Bonner
Amerikanische Studien, 1982, págs. 161-162.[34] Cf. A. Annino, Cádiz y la revolución territorial de los pueblos mexicanos, cit., pág.210. En cuanto a las elecciones en los pueblos, cfr. BNL, SI, D4737, Expediente relativo a
la elección é instalación del Cabildo y Regimiento del pueblo de Caxa (provincia de
Angaraes), 1821; BNL, SI, D9278, Julcamarca. Junta de ciudadanos de este pueblo para
la instalación de Ayuntamiento. Marzo 12 de 1821; BNL, SI, D10336, Acta del
establecimiento del ayuntamiento constitucional del pueblo de Callamarca. Año de 1821.
San Pedro de Callamarca. Marzo 11 de 1821.[35] J.P. Moore, The Cabildo in Peru under the Bourbons, cit., págs. 231-240; J. Dym, La
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27 de agosto de 1821, en P. E. Dancuart, Anales de la Hacienda Pública del Perú. Historia
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150.[65] Ley de Municipalidades, en La Constitución del Perú (1860), leyes y resoluciones
dictadas por los Congresos de 1868-1870-1872-1873. Leyes orgánicas y reglamentos
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